Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 9 minutos) 


- Damos comienzo a la sesión de la Comisión Bicameral Especial para el Seguimiento de la 
Situación Carcelaria, recordando que la misma había decidido reunirse el primer martes luego del 18 
de cada mes —que es cuando se terminan las sesiones ordinarias de las dos Cámaras- a las 16 horas. 
Sin embargo, hemos convocado a la reunión del día de hoy a las 13 horas —pedimos disculpas a los 
demás integrantes del Cuerpo- ya que la hora 16 coincidía con otra convocatoria que tienen los 
integrantes de ambas Cámaras. Por lo tanto, como sentíamos la necesidad de no postergar la reunión 
y luego de realizadas las consultas correspondientes a través de la Secretaría a los distintos 
integrantes de la Comisión, acordamos comenzar la sesión de hoy a esta hora. Es de destacar que 
esto no modifica la decisión permanente en cuanto a que la Comisión siga funcionando -hasta que sus 
integrantes no dispongan otra cosa- el primer martes luego del 18 de cada mes a las 16 horas. 


Antes de comenzar a tratar el tema que nos ocupa, dado que en mi calidad de Presidente de 
la Comisión he recibido dos notas, corresponde darles ingreso y que se distribuyan a los integrantes 
del Cuerpo y también al Comisionado Parlamentario, en tanto se trata de denuncias sobre situaciones 
planteadas en algunos establecimientos penitenciarios. 


Dese cuenta de los asuntos entrados. 


SEÑORA SECRETARIA.- La primera nota es el Oficio 658, remitido por el Director Nacional de 
Cárceles, Penitenciarias y Centros de Recuperación y refiere a la inquietud planteada por el recluso 
Ruben Joaquín Soca Rodríguez, alojado en el Módulo 5 del Complejo Carcelario Santiago Vázquez. 


La segunda nota también proveniente de la Dirección Nacional de Cárceles y refiere al 
recluso Jorge Luis Trinca y a los incidentes en el Módulo 5 en los cuales esta persona y otros reclusos 
agredieron a los policías de piso. Asimismo, se incluye el informe médico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión tiene como único punto para el día de hoy recibir el informe del 
Comisionado Parlamentario referido a varias denuncias e investigaciones realizadas. En realidad, una 
de las tareas que tiene el Comisionado Parlamentario es la de ser un interlocutor permanente ante la 
Comisión por lo que en este caso, reitero, vamos a recibir un informe sobre las distintas situaciones 
que se dieron en el tiempo transcurrido entre la última reunión y la fecha de hoy. 


Antes de escuchar la exposición del Comisionado Parlamentario, quiero presentar formalmente una 
propuesta a los demás integrantes del Cuerpo, no para que se resuelva en este momento sino para 
que la piensen disponiendo del tiempo necesario. 


La inquietud que quiero trasmitir es la siguiente. El seguimiento de la situación carcelaria implica 
naturalmente, entre otros temas, lo que nos ha ocupado desde el primer día, que son las condiciones 
en que se encuentran los establecimientos y, particularmente, lo que se pueden considerar violaciones 
a los derechos humanos de los reclusos. Sin embargo, considero que esos no son los únicos 
elementos, pues hay muchos otros aspectos que inciden en la situación de los encarcelados y sus 
derechos vigentes. Entre ellos, creo que una de las preocupaciones más importantes, al menos en el 
sentir de muchísimas personas de los sectores más humildes privados de libertad, es la de tener una 
correcta atención y asesoramiento por parte de los profesionales que el Estado pone a su servicio. 
Concretamente, me estoy refiriendo al funcionamiento y a la relación entre el Poder Judicial y los 
presos, particularmente entre los Defensores de Oficio y las personas privadas de libertad. 


Con estas manifestaciones de ninguna manera quiero poner en tela de juicio ni afirmar el 
correcto o incorrecto cumplimiento de estas obligaciones por parte de quienes realizan esta función, 


pero me parece que sería bueno que la Comisión y el Comisionado Parlamentario no sólo estemos 
corriendo detrás de las denuncias de hechos concretos —cosa que debemos hacer- sino que también 
debemos ir identificando posibles fallas del sistema que podrían ser corregidas. 


En ese sentido, quiero proponer que el Comisionado Parlamentario estudie la posibilidad de 
hacer un relevamiento, una especie de encuesta a los presos de todo el sistema carcelario -hombres y 
mujeres- de manera de identificar el funcionamiento en este tema en una primera etapa, a la que 
pueden seguir otras. Concretamente, me refiero a la relación de cada uno de los privados de libertad 
con sus Defensores de Oficio: si los conocen, si saben su nombre, si los han visitado, cuántas veces y 
si están satisfechos. Me parece que es una de las tareas importantes que podemos encomendar al 
Comisionado Parlamentario, naturalmente, si los demás integrantes de esta Comisión coinciden con 
este planteo. 


No tengo la pretensión de que este tema se vote en la tarde de hoy; estoy desembarcando 
con este asunto sin habérselo comunicado a los demás señores Legisladores. Si existe voluntad de 
votarlo, me parece formidable; de lo contrario, lo trataremos en otra reunión de la Comisión. 


SEÑOR ABDALA.- Comparto lo expresado por el señor Presidente y me parecería bien que no quede 
en el éter. En este Parlamento todo queda en el éter y nada se consolida. Por lo tanto, diría que 
debemos preparar un borrador para la próxima reunión acerca del tipo de cuestionario o relevamiento 
al que el señor Presidente está tratando de apuntalar. 


El asunto no es sencillo; inclusive, imagino algunas de las respuestas que nos va a dar el 
Comisionado Parlamentario porque hay evasivas y dificultad de masificar. Debemos ponernos a 
trabajar ya para que en la reunión que se lleve a cabo dentro de una semana o quince días tengamos 
un borrador y una idea del proyecto en ciernes. De lo contrario, esta idea que me parece simpática, 
interesante, sensata e inteligente quedaría en la nada. Quienes tenemos algún conocimiento respecto 
a este asunto podríamos dar una mano al Comisionado Parlamentario, por ejemplo, empezar a 
elaborar un borrador tentativo de siete, ocho o diez preguntas y ver cómo podemos masificar, ya que 
no es sencillo que todos contesten. Realmente me parece una buena idea; además, es un dato que no 
tenemos. Lo felicito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. 


SEÑOR PENADÉS.- Me parece que se trata de una buena idea sobre la que debemos pensar y 
reflexionar, pero me gustaría saber cuál es el objetivo que se busca con la cuantificación. Además, una 
encuesta va a reflejar una serie de otras situaciones. Debemos definir qué buscamos con la encuesta. 
Puede hacerse para concluir cómo es el sistema que brinda la Defensoría de Oficio a los presos y de 
ahí se podrían desgranar nuevas posibilidades para sacar otra serie de conclusiones. Por lo tanto, 
podríamos avanzar determinando cuál es el objetivo -que debería estar claramente determinado- y, una 
vez identificado, habrá que ver cuáles son las mejores herramientas para alcanzarlo. En ese sentido, 
podrá ilustrarnos el doctor Garcé o quizás tengamos que recurrir al asesoramiento técnico de otros 
cientistas que nos digan cómo se elabora una encuesta con el perfil determinado de una población. 
Asimismo, debemos tener claro qué buscamos con las conclusiones, porque las de una encuesta 
deben tener una rigurosidad científica tal que nos permitan acercarnos a la realidad. No debemos 
desviar nuestra atención y llegar a conclusiones equivocadas que podrían tener consecuencias que 
comprometan un funcionamiento muy delicado como es el del Estado en cuanto a las Defensorías de 
Oficio. 


Por lo expuesto, considero que quizás debamos discutir un poco más el tema de los objetivos 
y la metodología para ver a qué nos queremos acercar y qué conclusiones primarias queremos 
encontrar en este trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero compartir con ustedes qué es lo que me ha movido a plantear esta 
idea. 


Siento que el tema que tenemos entre manos sobre la situación carcelaria y su seguimiento 
es dramático, terrible y complejo; es un tema en el que todos los que lo estamos encarando -más allá 


de la responsabilidad que a cada uno le quepa- sentimos una gran frustración y la necesidad de 
solucionar un gran “debe” que tenemos, porque todos sabemos que están sucediendo cosas horribles. 
La solución a varias de ellas llevaría tiempo y exige muchos elementos con los cuales no se cuenta, 
entre otros, disponibilidad e infraestructura. Hay otros aspectos que tienen que ver con el padecimiento 
de los presos que, de pronto, podrían resolverse en forma mucho más simple. 


A lo largo de este tiempo he notado -entre otras cosas- la angustia de muchas personas 
procesadas por el desconocimiento de lo que ocurre con su causa, así como también en algunos casos 
he encontrado una atención excelente de parte de los Defensores de Oficio y en otros he percibido el 
desconocimiento del recluso respecto a quién es el Defensor de Oficio que le corresponde. Tengo la 
sensación de que, como es natural en todas las actividades humanas, hay un comportamiento distinto. 
Entonces, sería bueno identificar —es parte de nuestra tarea- con qué nivel de calidad los destinatarios 
están recibiendo un servicio que brinda el Estado. 


SEÑOR PENADÉS.- Coincido plenamente y me parece muy buena la idea que plantea el señor 
Presidente, por lo que la apoyo fervientemente, pero lo que ocurre es que ahí también debemos 
manejar las conclusiones a que se arriben. El señor Presidente ha mencionado el ejemplo de presos 
que ni siquiera conocen el nombre del Defensor de Oficio que les corresponde, hecho que puede 
existir, y es cierto. 


Ahora bien, analizar el porqué de ello puede llevarnos a concluir, por ejemplo, que un 
Defensor de Oficio sea un individuo negligente con su trabajo o, para poner un caso cualquiera, que 
tenga quinientos presos para defender. Por lo tanto, la conclusión a que podamos llegar a priori debe 
ser lo más estricta posible para que no resulte equivocada. Es en ese sentido que hice referencia a la 
rigurosidad científica que se debe aplicar en el análisis correspondiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señor Legislador. 


SEÑOR ABDALA.- Hace muy poco se publicó, en una extensa nota del diario “El País” aparecida un 
domingo, una investigación consolidada en base a una indagación periodística que provenía de una 
empresa encuestadora -no sé exactamente si de Equipos Mori, de Factum o de Interconsult; en todo 
caso, podemos pedir a Secretaría que revise esa información de hace cuatro o cinco semanas- en la 
que se daba cuenta de la situación de los procesamientos, de la cantidad de Defensores de Oficio y del 
nivel de cobertura que se tiene. Ese sería, digamos, un primer “approach” que tenemos para empezar 
a ver el asunto. 


Lo segundo es que esto no tiene mucho misterio porque hay que mirar el borrador, ya que lo 
que importa no son las conclusiones sino qué queremos saber, porque aquéllas vienen como 
consecuencia de esto último. La rigurosidad científica a que refiere el señor Senador Penadés es 
evidente, pues si el trabajo no la tiene, será un trabajo escolar y precisamente esto no debe tener ese 
carácter sino ser algo lo más acabado posible para trabajar efectivamente con información precisa 
sobre un tema que es harto delicado. 


Como diría Ortega y Gasset, primero se debe ver el material publicado en el diario “El País” y 
determinar qué queremos saber. Una vez que lo definamos, armaremos el “preguntómetro” y después 
veremos la metodología científica a seguir. Insisto en que esto no tiene mucho misterio, señor 
Presidente. 


SEÑOR PENADÉS.- Me parece muy bien lo que plantea el señor Legislador Abdala en cuanto a 
analizar esa información que publicó el diario “El País”. Sería conveniente averiguar qué otro tipo de 
material hay sobre el tema porque quizás la Defensoría de Oficio, el Ministerio del Interior o alguna 
empresa encuestadora ya haya elaborado algún análisis y estudios. 


Tal vez lo que pretendemos averiguar ya fue investigado y estamos duplicando esfuerzos y 
tareas que nos pueden llevar a conclusiones a las que ya se ha arribado. 


En ese sentido, creo que sería muy importante que, ante la iniciativa tan interesante del 
señor Presidente, se proceda de esta forma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Una vez trasmitida al Comisionado Parlamentario la inquietud aquí planteada, 
la Mesa propone que se le encomiende el armado de esta propuesta, de forma tal que para la próxima 
reunión de la Comisión nos pueda acercar su opinión al respecto. 


SEÑOR ABDALA.- Como aquí está presente una señora pasante de Naciones Unidas, sería 
importante poder contar con su colaboración en este tema, chequeando toda la información. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 


A continuación, cedemos el uso de la palabra al Comisionado Parlamentario, quien nos 
brindará un informe sobre lo actuado y las circunstancias que merecieron su intervención en todo este 
tiempo. 


SEÑOR GARCÉ.- En primer lugar, quiero expresar que esta me parece una muy buena idea ya que en 
oportunidad del proceso de selección para la designación del Comisionado Parlamentario se planteó la 
necesidad de promover el fortalecimiento de la defensa pública como uno de los requisitos esenciales 
para encarar una reforma de la cuestión penitenciaria. En ese sentido, recuerdo haber planteado no 
sólo la necesidad de que Uruguay cuente con una Ley Orgánica de la Defensa Pública —como tienen 
otros países- sino que hay cuestiones concretas que tienen que ver con la práctica diaria que, sin duda, 
tienen que ser encaradas a corto plazo. 


Sin perjuicio de quedar con mucho gusto a la orden de los señores Legisladores para 
colaborar en esta tarea interesante que propone el señor Presidente, puedo adelantar que he sido 
Defensor de Oficio en materia penal por muchos años y que seguiré siéndolo, puesto que tengo ese 
cargo reservado. Puedo decir que en todo este tiempo de trabajo la principal demanda que hemos 
recibido, invariablemente, con relación a la defensa pública, tiene que ver con la dificultad en el 
relacionamiento una vez que la persona privada de libertad ingresa, es procesada o penada. A partir de 
ese momento, muchas veces se pierde contacto con el Defensor. 


Quiere decir que no hemos recibido planteos sobre deficiencias desde el punto de vista 
sustancial; es muy raro que un recluso diga que no ha sido correctamente defendido y que no se han 
accionado las garantías, sino que lo que plantea es la necesidad de mantener una comunicación fluida 
con el Defensor. En el interior del país, como el Defensor de Oficio es único para todo el departamento 
=o a lo sumo son dos y trabajan en turnos quincenales- resulta fácil identificar quién es el profesional 
actuante, lo que facilita la relación. En Montevideo, donde se trabaja por turnos, es donde se plantean 
estas dificultades. De manera que con mucho gusto trabajaremos en este tema. 


Ahora bien, ingresando ya en la consideración de uno de los temas por los que he sido 
convocado, quiero decir que la presentación que realizaré será verbal, simplemente porque hasta ayer 
a última hora estuvimos trabajando sobre la actualización de los distintos casos. Soy consciente de que 
para los señores Legisladores hubiera resultado mejor tener de antemano el texto del informe, pero 
vuelvo a decir que se me hacía muy difícil redondearlo porque hasta la medianoche de ayer estuvimos 
incorporando datos. 


Seguidamente, y a solicitud del señor Presidente de la Comisión, voy a plantear algo con 
relación a la situación de las ocho personas que han sido procesadas por violaciones a los Derechos 
Humanos cometidas durante el régimen de facto. 


Como los señores Legisladores recordarán, el enjuiciamiento y prisión de estas personas se 
produjo el pasado 11 de setiembre, momento a partir del cual han permanecido recluidas en la Cárcel 
Central de la Jefatura de Policía de Montevideo. Cuando era inminente la posibilidad de su 
procesamiento, la Jefatura acondicionó un sector y en el momento en que el Juez dispuso su 
enjuiciamiento y prisión no hubo dificultad alguna para alojarlas. Ante el planteo público —que 
prácticamente surgió en el mismo momento en que se dispuso el enjuiciamiento de estas personas- se 


comenzó a discutir en torno al hecho de si era conveniente y conforme a Derecho o no que se 
estableciera una cárcel especial, fuera de la jurisdicción del Ministerio del Interior, para alojar a estas 
personas. Así pues, y ante el pedido del señor Presidente, voy a plantear algunas consideraciones. 


Según he escuchado -—incluso a nivel público- esa posibilidad ha quedado descartada por 
parte del Ministerio del Interior de modo expreso. Evidentemente, la implementación de una cárcel 
especial fuera de la órbita del Ministerio del Interior era una solución inconstitucional, ilegal, y, además, 
contraria a las reglas mínimas de las Naciones Unidas para el tratamiento de los reclusos. 


Era una solución inconstitucional en la medida en que planteaba un problema de 
compatibilidad con el artículo 8% de la Constitución de la República que establece que “Todas las 
personas son iguales ante la ley, no reconociéndose otra distinción entre ellas sino la de los talentos o 
las virtudes”. Por lo tanto, la condición de legalmente procesado por una causa de violación de los 
derechos humanos durante la época del Gobierno de facto evidentemente no constituye, a mi juicio, un 
talento ni una virtud a partir de la cual se pueda fundar esa desigualdad. Es decir que la eventual 
desigualdad era contraria al texto constitucional y era lo que de un muy buen modo el filósofo de 
Derecho, Recasens Siches, definía como una “desigualdad injusta”. 


Por otro lado, esa posibilidad era ilegal porque de acuerdo con el artículo 5% de nuestra ley 
penitenciaria, que surge con el Decreto-Ley N* 14.470, los reclusos están a disposición del Juez 
competente en todo lo atinente al proceso judicial, siendo de competencia exclusiva de la autoridad 
carcelaria la aplicación del régimen administrativo de reclusión. No existe ninguna norma que permita 
sostener que el Ministerio de Defensa Nacional tiene la función de autoridad carcelaria o es el titular del 
régimen administrativo de la reclusión. Esta es una competencia privativa y exclusiva del Ministerio del 
Interior; ni siquiera el Decreto N* 110 del año 2002 -que, como los señores Legisladores saben, 
permitió la custodia perimetral- habilitaría una interpretación de esa naturaleza. Es decir que el 
Ministerio de Defensa Nacional no comparte la titularidad de la aplicación del régimen administrativo de 
la reclusión. 


Por último, sería una solución contraria a las reglas mínimas de las Naciones Unidas para el 
trato de los reclusos. Existe una expresa disposición al respecto —la Regla N* 70- que prevé que los 
únicos privilegios que se pueden establecer en los centros penitenciarios sólo pueden obedecer a la 
finalidad de alentar la buena conducta, desarrollar el sentido de responsabilidad y promover el interés y 
la cooperación de los reclusos en lo que atañe a su tratamiento. Aquí están incluidos el Centro 1, 
Tacoma; el Centro 2, contiguo al Penal de Libertad, y las chacras ubicadas en el interior del país. 


Ya que la construcción de una unidad especial para estos ciudadanos se ha descartado, creo 
que bien puede ser la ocasión para resolver otras dificultades que atraviesa nuestro sistema 
penitenciario y que se plantean diariamente. He intentado resumirlas —seguramente a los señores 
Legisladores se les ocurrirá alguna otra hipótesis más- pero podemos decir que hay algunas 
situaciones que permanentemente nos están planteando problemas. 


En concreto, nuestro sistema penitenciario no ofrece en este momento un lugar adecuado de 
reclusión para aquellos que han denunciado irregularidades, es decir, para alojar a los denunciantes 
de otros reclusos o de policías. ¿Qué determina esto? Que normalmente estos denunciantes terminan 
pidiendo seguridad. En la práctica, la seguridad se traduce en un riguroso aislamiento —y esto lo 
planteábamos en la sesión anterior de la Comisión- que termina siendo perjudicial para el propio 
recluso que llega a tomar la decisión de pedir que se le levanten las medidas de seguridad. ¿Por qué? 
Porque prefiere volver a la convivencia con los otros reclusos, aun exponiéndose a los riesgos que 
conoce y que existen. 


Por otra parte, nuestro sistema penitenciario tampoco ofrece hoy un adecuado lugar de 
reclusión para aquellos reclusos que tienen un poder económico tal que los convierte en factores 
potenciales de desestabilización. No todas las personas son iguales ante la ley de acuerdo con sus 
talentos o virtudes y no todos los reclusos son iguales. Siempre planteamos que es una injusticia 
igualar hacia abajo y decir que son todos irrecuperables; del mismo modo, no se corresponde con la 
realidad decir que son todos iguales, pues hay algunos que tienen un potencial mayor de 


desestabilización. Concretamente, estoy pensando en una situación que se está gestando y sobre la 
que estoy trabajando e investigando, pero que prefiero no plantear en el día de hoy. 


Por otra parte, la permanencia de estas personas procesadas recientemente -el 11 de 
setiembre- en la Cárcel Central está impidiendo que cumpla las funciones que recientemente, por vía 
reglamentaria, se le ha atribuido. En una muy buena iniciativa -en su inspiración y en su texto- se 
reglamentaron las condiciones de acceso y permanencia en la Cárcel Central de Montevideo y, al 
respecto, el Decreto establece tres hipótesis. La primera de ellas es que la Cárcel Central es un lugar 
de reclusión transitoria de personas procesadas por la Justicia Penal en Montevideo, con destino a 
otros centros de reclusión; la segunda tiene que ver con que la Cárcel Central es un lugar de 
alojamiento de quienes están en reclusión administrativa y previo a un proceso de extradición, y la 
tercera es que por razones excepcionales —con acierto, el Decreto dejó abierta la posibilidad de 
contemplar situaciones excepcionales- el Jefe de Policía, previo asesoramiento de una Junta que al 
respecto se constituya, puede determinar la permanencia revocable de otros reclusos cuando 
encuadren en una serie de condiciones, por ejemplo, que sean mayores de 60 años, que sean 
primarios, que tengan buena conducta y que, además, tengan algún tipo de afección de salud que 
requiera el traslado permanente a centros de atención. Por allí se deja abierta la puerta para que estas 
personas puedan quedar alojadas, por un lapso mayor, en Cárcel Central. 


Evidentemente, si bien se podría autorizar la permanencia de estos ciudadanos en Cárcel 
Central, se le estaría quitando a este establecimiento la posibilidad de cumplir adecuadamente las 
funciones que, con acierto, le ha cometido la reglamentación. 


De acuerdo a todo esto, señor Presidente, parece claro que la mejor ubicación para estas 
personas que han sido procesadas el 11 de setiembre sería, sin duda, en una cárcel especial. Se 
trataría de una unidad nueva, que sería construida o acondicionada, en fin. Esta, evidentemente, sería 
la oportunidad —que no deberíamos dejar pasar- para resolver otras situaciones que es posible atender 
a tiempo y que requieren urgente solución, como esta que concretamente hemos planteado. 


Ampliando un poco las razones por las cuales a los denunciantes de situaciones irregulares 
no se les puede dar a veces un adecuado lugar de reclusión, puedo decir que las cárceles del interior, 
a lo sumo, tienen un nivel medio de seguridad; por lo general, ese nivel de seguridad es mínimo. 
Asimismo, el perfil de muchos de estos denunciantes no coincide con una previsión de mínima o media 
seguridad. Entonces, se requiere una mayor seguridad, pero no en las condiciones actuales, no en lo 
que hasta ahora se ha implementado en esos sectores E y F en la entrada de los módulos del Penal de 
Libertad, que la práctica ha demostrado que no son seguros y que ese objetivo de la seguridad no se 
cumple. Justamente ahora voy a hacer mención a uno de los casos recientemente ocurridos allí, en el 
módulo E. 


Hecha esta aclaración comienzo, pues, con uno de los casos puntuales. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Legisladores están de acuerdo, quisiera efectuar una consulta. 


El señor Comisionado Parlamentario hacía referencia —y comparto totalmente la idea- a la 
posibilidad de construcción de esa cárcel, que sería de alta seguridad, y que no tendría por qué ser, de 
alguna manera, exclusivamente para quienes tienen la condición de violadores de los derechos 
humanos en otra época, sino también para otros reclusos que puedan tener características que 
aconsejen un tratamiento en una cárcel especial. Estamos hablando de cárceles de alta seguridad, por 
eso el señor Comisionado Parlamentario hacía referencia, además, a ciertos casos de personas que, 
por su alto poder económico, pudieran tener un efecto desestabilizador en el penal en el que se 
encontraran. 


Insisto en que comparto esto y la pregunta —de alguna manera, también consulto a este 
respecto- va dirigida a que tal vez habría otro tipo de reclusos en esas condiciones. Creo que la corta 
experiencia que tenemos en esta tarea y cada una de las denuncias graves que tenemos en los 
penales nos hace dar cuenta de que allí hay una interacción. Por un lado, están los presos comunes y 
los guardias y, por otro, los que se llaman “brazos gordos” o “pesos pesados”. En lo que me es 
personal, voy adquiriendo una convicción empírica que tiene que ver con que en las cárceles, la 


presencia de estos “pesos pesados” —que, de repente, no son más de 15, 20 ó 30 personas- en medio 
de una población carcelaria de entre 800 o 1.000 presos distorsiona de manera tal que hace imposible 
llevar a la práctica políticas más serias desde el punto de vista carcelario. 


He consultado al señor Director Nacional de Cárceles sobre este tema, a quien le hice la 
siguiente pregunta: si sacáramos del Penal de Libertad o de algún otro establecimiento carcelario a 15 
ó 20 “brazos gordos” y los pudiéramos poner aparte, ¿cuánto mejoraría la situación? Y me respondió: 
“Infinitamente”. O sea que el efecto de los “pesos pesados”, los “brazos gordos” o los “capos” —por 
llamarlos de alguna manera- causa tal distorsión en los penales que llega a cuestionar la política 
relativa a la totalidad de los presos. Estoy pensando en si, de pronto, no podría incluirse en una cárcel 
de alta seguridad de las características que nos trasmite el Comisionado Parlamentario a quienes 
tienen la condición señalada anteriormente, que también puede albergar a otros presos que exijan alta 
seguridad. 


SEÑOR MOREIRA.- Según tengo entendido, en este momento la cárcel está en construcción. ¿Es 
así? Me gustaría saber dónde está ubicada y conocer un poco las características de su construcción. 
Imagino que debe haber un proyecto que se está llevando a cabo, pero inicialmente —por los 
trascendidos de prensa que uno tiene- este establecimiento fue pensado para alojar presos con esta 
especificidad delictiva, entonces no ha de ser tan fácil conciliar los delincuentes más pesados con 
estos hombres a quienes se pensaba alojar ahí como una especie de tratamiento diferencial. Estoy 
hablando de la conciliación de sistemas penitenciarios, porque en principio parecía como una 
compensación: “Ya que van presos, por lo menos los alojamos en establecimientos diferentes y no los 
ponemos con reclusos comunes”. 


En definitiva, ¿se puede instrumentar lo que decía el señor Presidente, o sea, incluir allí a 
esos “pesos pesados”? ¿Qué sistema carcelario podríamos imaginar para conciliar esa población tan 
diferente desde el punto de vista cualitativo? Aclaro que no estoy haciendo un juicio de valor; 
simplemente pretendo que el Comisionado, que conoce la realidad carcelaria, nos señale cómo sería 
posible conciliar esta población de características tan disímiles. 


Además, como ya pregunté, ¿cuáles son las características del establecimiento que hoy se 
está construyendo? Sinceramente, no las conozco. 


SEÑORA PAYSSÉ.- En mi opinión, en la intervención del señor Senador Moreira sí hubo un juicio de 
valor, aunque luego él se encargó de aclarar que no era tal; por lo menos a mí me pareció que dicha 
afirmación iba en ese sentido. 


Creo que por primera vez en el país nos estamos enfrentando a casos de militares 
procesados y detenidos con probabilidad de ser condenados. En ese marco, lógicamente, está bien 
que nos planteemos la inquietud o la responsabilidad de ver cómo se va encaminando la situación. 
Pero también debemos tener presente lo que hemos podido escuchar de los representantes del 
Ministerio del Interior y del propio Ministerio de Defensa Nacional, habida cuenta de algunas versiones 
que circularon -muchas veces como producto de la falta de información- acerca del establecimiento 
que está en construcción, en un predio cedido a tales efectos por el Ministerio de Defensa Nacional 
hace más de un año, según pude informarme. 


Entiendo que estamos ante una novedad. Y estaríamos ante una segunda novedad si por 
primera vez estuviéramos pensando con una cabeza distinta en torno a este tipo de reclusos a que 
hacía referencia el Comisionado Parlamentario, reclusos que en todos los establecimientos generan 
conflicto debido a sus propias características. Me parece que en la lógica de tener una mirada de 
mejora del sistema carcelario está bueno que en función de esos elementos —de repente, hay alguna 
otra caracterización o algún otro tipo de reclusos que pudieran estar en una lógica necesidad de 
apartamiento- se pudiera seguir avanzando en ver cómo se dirige esto. 


SEÑOR MOREIRA.- Hice este planteamiento, precisamente, porque esto surge a raíz de una causa 
determinada que es novedosa -y coincidimos en ello, ya que es la primera vez que esto sucede en el 
Uruguay- y constituye un dato objetivo de la realidad. Por eso me gustaría saber si el Comisionado, 
capacitado técnicamente y con conocimiento de la realidad carcelaria, cree que se puede conciliar un 


sistema donde alberguemos a esos presos que protestan porque tienen miedo de que los castiguen 
otros y que se aíslan porque, como hemos visto, a veces terminan en hechos de violencia con otros 
“pesos pesados”. En definitiva, quiero saber si puede haber una conciliación entre estos aspectos y si 
este edificio que se propone construir reúne las condiciones como para convertirse en un sistema 
carcelario adecuado. 


Esa es la curiosidad que tenía, porque el asunto comenzó de una manera y luego fue 
evolucionando con gran dinamismo. 


SEÑORA PAYSSÉ..- Termino reiterando lo que dije al principio: me dio la impresión -quiero disculparme 
incluso por ello- de que el señor Legislador Moreira estaba haciendo algún juicio sobre el tema, aunque 
en realidad estaba planteando una preocupación, a la que agrego que es buena cosa que estemos 
pensando en esto, pero también lo es saber que desde el Poder Ejecutivo se están dando señales, en 
este caso, con la modificación de algunas pautas del sistema carcelario, que creo van en la línea de lo 
que estaba planteando el Comisionado Parlamentario pero, al mismo tiempo, de lo que determinan 
muchas convenciones vinculadas a los derechos de los reclusos y al funcionamiento del sistema 
carcelario en general. 


SEÑOR BERNINI.- En la misma línea en que se estaba expresando la diputada Payssé, quiero 
destacar la seguridad que se debe dar, tanto para un lado como para el otro, en virtud de lo novedoso 
que resulta tener este tipo de delincuentes, es decir, no sólo por su seguridad sino también por la del 
resto de los reclusos. Considero que estos son más que “brazos gordos”, ya que han estudiado para 
ello y se han capacitado en inteligencia y en liderazgo de una manera que nos cuesta comprender a los 
ciudadanos “de a pie”. Eso, dentro de un penal, obviamente incide en la seguridad del resto de los 
reclusos y en la de la propia institución carcelaria. Por tanto, también estoy ávido de que el 
Comisionado Parlamentario pueda desarrollar el tema. 


SEÑOR GARCÉ.- Conociendo la complejidad del tema, en su momento -y a pesar de que me fue 
requerida la opinión por múltiples medios- preferí no hacer ningún planteo público y lo único que 
señalé fue que era conveniente que el Poder Ejecutivo definiera cuál iba a ser el régimen administrativo 
de reclusión de estos ciudadanos. En la medida en que fueron pasando las semanas, lo que en 
principio parecía como bastante confuso empezó a aclararse. 


Al respecto, y contestando la pregunta del señor Senador Moreira, debo decir que hasta ahora 
se ha dado una convivencia entre estas personas y los reclusos de Cárcel Central que, obviamente, no 
tienen el mismo perfil que aquellos que estamos mencionando como potenciales desestabilizadores del 
sistema o que complican en la rutina diaria. 


Respecto del lugar concreto que se está construyendo, en principio está pensado para alojar 
a los militares. Lo que me parecía realmente cuestionable era que la jurisdicción de esta construcción 
estuviera fuera del Ministerio del Interior y, en tal sentido, si en ese lugar la custodia interna —como 
corresponde de acuerdo a Derecho- estuviera a cargo de dicho Ministerio y la custodia perimetral 
quedara en la órbita del Ministerio de Defensa Nacional, considero que los militares o los procesados 
por estos temas de violaciones a los derechos humanos podrían estar allí. No necesariamente estamos 
pensando en una convivencia en un mismo edificio; ello se puede dar o no. 


SEÑOR MOREIRA.- Precisamente, tenía esa duda. 


SEÑOR GARCÉ.- Es bueno aclararlo porque se podrá utilizar un mismo establecimiento y aprovechar 
el mismo personal y la custodia, pero en lugares separados, lo que creo que sería bueno, ya que no 
hay necesidad de mezclar. 


Ahora bien, se puede acondicionar otra unidad u otro edificio y para ello basta con recordar el 
ejemplo de La Tablada que hasta marzo de 2002 servía como lugar de reclusión para menores y que 
fue acondicionada en tiempo récord a raíz del motín ocurrido en esa fecha. Se recordará cómo, al 
principio, el barrio protestaba de palabra -e incluso de hecho- bloqueando el paso con cubiertas 
prendidas fuego para que no llegaran los reclusos provenientes del Penal de Libertad. Sin embargo, en 


un muy corto período se acondicionó ese lugar y La Tablada, que fue concebido como un lugar de 
seguridad media, también empezó a funcionar y lo hizo muy bien. 


En el caso del CNR —que plantea la Legisladora Payssé- la interacción con el barrio, en 
principio, fue muy complicada pero ahora están conformes y hasta dicen “¡qué bueno, tenemos la 
custodia de los que vigilan a los reclusos!”. Creo que este es otro aspecto que deberá definir el Poder 
Ejecutivo. 


Lo que no se puede pasar por alto ahora es la oportunidad de resolver estas situaciones 
porque, de lo contrario, vamos a seguir conversando, corriendo e investigando detrás de hechos como 
los que voy a comentar dentro de unos minutos respecto de reclusos que han sido denunciantes y 
aducen problemas de seguridad, etcétera. Peor sería que en el futuro el sistema penitenciario 
atravesara situaciones críticas por la incidencia de aquellos que pueden ser desestabilizadores. 


SEÑOR PENADÉS.- He escuchado con mucha atención lo planteado por el señor Comisionado 
Parlamentario y me queda claro que el episodio se dispara cuando se comienza a manejar la 
posibilidad de que los militares procesados pasen a residir en una penitenciaría diferente a la que hoy 
se encuentran. Y eso va a ser así ya que hoy se está acondicionando una unidad militar que, si no 
recuerdo mal, queda en Domingo Arena... 


SEÑORA PAYSSÉ.- No es más militar. 


SEÑOR PENADÉS.- Es una ex dependencia militar que tiene hoy una edificación militar para alojar a 
los presos procesados por la violación de los derechos humanos, que va a contar con custodia militar 
en su perímetro y que adentro estará manejada por el Ministerio del Interior. Ese es el plan que se ha 
previsto. Como consecuencia de eso, al señor Comisionado le han surgido muy buenas ideas que 
tienen relación con la posibilidad del alojamiento de los presos que, por ser denunciantes de 
situaciones irregulares, corren riesgo, tal como vivimos hace poco tiempo en el caso del asesinato de 
un preso en el Penal de Libertad y otros más. A eso hay que sumar que al señor Legislador Vaillant se 
le acaba de ocurrir que los “gordos” —como se les llama en la jerga- pasen para ahí, pero eso no está 
previsto. Lo que sí está previsto es que esa será una ex institución militar, que fue desafectada del uso 
militar, justamente, para el alojamiento de los militares procesados por la violación de los derechos 
humanos. Y si no es así, pediría que se me informara porque estamos hablando sobre hipótesis como, 
por ejemplo, que podría construirse otro pabellón. 


Quizás sería bueno que se convocara a esta Comisión a autoridades del Ministerio del 
Interior para que nos den la versión oficial acerca de qué es lo que el Poder Ejecutivo está pensando 
hacer con el alojamiento que van a tener estos militares. Además, sería interesante poder trasmitir 
algunas de las ideas que el Comisionado Parlamentario está manejando para que, aprovechando la 
instancia de la construcción de las nuevas infraestructuras de esta dependencia, pudiera pensarse en 
la posibilidad del alojamiento mencionado. De lo contrario, lo que se nos está relatando son ideas que, 
con muy buena intención, se pueden tener, pero desconozco —quizás el señor Comisionado me lo 
pueda informar- si esto se ha incorporado al plan de acción del Ministerio del Interior; de no ser así, 
sería interesante trasmitírselo para que lo pueda llevar a la práctica. 


Debo decir algo que me parece de toda lógica. Aquí estamos hablando de la construcción de 
una cárcel de máxima seguridad en medio de la ciudad —quien conoce la ubicación del lugar donde 
van a estar alojados los militares sabe que es en el medio del barrio de Piedras Blancas- en la calle 
Domingo Arena, donde estaba el viejo Batallón o Grupo de Artillería —no sé bien qué era- que es un 
lugar que queda rodeado. Si pensamos, por ejemplo, en La Tablada o en el COMPEN, en Libertad, 
sabemos que hay una cierta distancia que separa a esas construcciones pero en este caso las 
instalaciones de la cárcel quedarían enclavadas en medio de un barrio porque sólo hay que atravesar 
una calle y, además, está en el medio de la ciudad de Montevideo. Me parece que si el objetivo 
perseguido es construir una cárcel de máxima seguridad —que es imprescindible que el Uruguay tenga- 
ubicarla en el medio del departamento de Montevideo no es lo mejor. No abro juicios de valor -como se 
ha pretendido interpretar de las palabras del señor Legislador Moreira- sobre si ello está bien o mal; 
simplemente, digo que la construcción de dicha cárcel en ese lugar determinado es para el alojamiento 
de los militares procesados por violación de los derechos humanos. Las otras ideas -que me parecen 


todas muy correctas- podrían y deberían ser discutidas, para aprovechar la instancia del 
acondicionamiento de la infraestructura. En ese sentido, podremos analizar la incorporación de las 
buenas ideas que el doctor Garcé ha manifestado y las que ha sumado el Presidente. 


Tendríamos que saber, entonces, si el Ministerio está pensando en esa zona o en otra, 
enmarcado esto en el plan de obras e inversiones que la Dirección Nacional de Cárceles tendrá en el 
quinquenio que está transcurriendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera aclarar —creo que debo hacerlo- que, en realidad, el comenzar a 
pensar en estos temas no arranca a partir del momento en que se conoció la construcción de esta 
cárcel. Anteriormente a eso, cuando comenzamos nuestra actividad, en los primeros casos que 
recibimos apareció claramente identificado lo que significaba la presencia de presos o reclusos 
homicidas vocacionales, es decir, con patologías. En ocasión de la primera entrevista que tuvimos en 
esta Comisión con el Director Nacional de Cárceles, personalmente le planteé a la salida de la reunión 
si no sería posible —en la medida en que íbamos identificando esa problemática- obtener ese dato; 
también conversé este tema con el Comisionado Parlamentario. Posteriormente apareció la 
circunstancia de esta cárcel para los presos acusados de haber cometido violaciones a los derechos 
humanos y, naturalmente se hizo la asociación. Pero me interesaba señalar que nuestra preocupación 
-se lo trasmití en su momento al Comisionado y ello motivó su informe- es anterior. 


SEÑOR PENADÉS.- Quiero agregar que la preocupación por este tema también es mucho anterior a la 
del Presidente y a la del Comisionado Parlamentario, pues la posibilidad de la construcción de una 
cárcel está en los planes del Ministerio del Interior desde Administraciones anteriores y quizás por 
imposibilidad presupuestal o por otras razones no se construyó. En Uruguay se viene hablando de la 
construcción de una cárcel de máxima seguridad desde que se terminó de construir el COMPEN. 


Ya que hemos centralizado la intervención en la refacción de esta instalación ex militar para 
alojar a estos presos y trasladar a otros, sería provechoso trasmitir estas buenas ideas que se han 
manejado a las autoridades del Poder Ejecutivo para que sean tomadas en cuenta. 


SEÑOR BERNINI.- Aclaro que parte de lo que iba a decir lo ha expresado el señor Legislador 
Penadés. Justamente, quería aclarar que desde que me conozco en este país se está hablando sobre 
la necesidad de contar con una cárcel de máxima seguridad. Es más, hasta no hace mucho tiempo 
tuvimos una cárcel en el medio de uno de los barrios más populosos de la ciudad, como es Punta 
Carretas. Objetivamente, el tema siempre estuvo en la agenda. 


En lo personal, me parecen muy importantes los aportes que puedan surgir del Comisionado 
como experto, como técnico que se debe a este trabajo y con quien mantenemos un contacto fluido. 


Creo que es de orden —por eso tomo el final del planteo del señor Senador Penadés- que 
nosotros tengamos la capacidad de convocar al Ministerio del Interior, con la presencia del Director 
Nacional de Cárceles, antes que nada, a efectos de no para partir de supuestos de prensa. Tengo claro 
que la administración y la seguridad interna de ese nuevo complejo carcelario estarían bajo la órbita 
del Ministerio del Interior, pero todos precisamos tener más datos. Quizás, más allá de los planteos que 
han surgido y de lo que pueda hacer el Comisionado, ya exista un diseño al que le podamos aportar —a 
partir de este intercambio- ideas o sugerencias que puedan ser tomadas en cuenta para resolver un 
tema que ya data de muchos años. En se sentido, propongo convocar para la próxima reunión, o para 
cuando se disponga, a las autoridades que tienen que ver con este tema. 


SEÑOR MOREIRA.- Justamente yo le preguntaba al Comisionado si es posible o no 


-desconozco las características del edificio y cuáles son las construcciones que se están llevando a 
cabo- conjugar poblaciones carcelarias de las características que estábamos mencionando. No sé de 
qué tipo de construcción se trata y si puede adecuarse a un concepto moderno de alojamiento 
carcelario para delincuentes esencialmente diferentes, pues al margen de que estos militares hayan 
cometido delitos muy graves, son de distinta extracción y características que la población carcelaria 
habitual. 


Por eso me gustaría saber si el Comisionado entiende que es posible tomar esto como una 
experiencia, por supuesto, adecuándola a las condiciones de ese edificio, que en verdad no sé cómo 
es. 


SEÑOR GARCÉ.- Respecto al sistema penitenciario hay dos temas históricamente pendientes. Uno de 
ellos tiene que ver con la posibilidad de terminar de sacar las cárceles del interior de la manzana 
número uno de algunas ciudades, es decir, de las que están frente a la plaza, tal como ocurre en ocho 
o nueve departamentos. Eso se intentó y se llevó a cabo parcialmente durante el Gobierno de facto, 
pero ha quedado pendiente. Este plan era ya de la época de Gómez Folle y fue elaborado por los años 
1937 ó 1938. 


De esa época es también el proyecto de construir una cárcel de seguridad. 


El año pasado nos visitó un experto británico en esta temática, el profesor James Haines. 
Cuando ingresamos al predio del penal de Libertad —aclaro al predio, no a los módulos- le explicamos 
que ese edificio funcionaba como unidad de seguridad, ante lo que preguntó: “¿Esta es la cárcel de 
seguridad?”. Le llamaba la atención que nosotros tuviéramos como cárcel de seguridad lo que él 
estaba viendo. 


Lo cierto es que en este momento en Libertad conviven presos sancionados con reclusos 
con potencial de desestabilización, con los llamados “brazos gordos”, o sea, aquellos que pueden 
provocar permanentes conflictos. 


Evidentemente, así como en la Rendición de Cuentas se ha plasmado debidamente la 
urgencia de sustituir los viejos edificios -hacinados de presos- ubicados en el centro de las ciudades 
del interior —pienso en los que van quedando en San José, Tacuarembó, Rivera, Florida, Flores y 
Treinta y Tres- y se ha establecido la prioridad de construir algunos establecimientos, la otra vieja 
prioridad no la he visto planteada, por lo menos, como una cuestión de primer orden. 


Además, coincido con el señor Presidente en que la necesidad de dar alojamiento en una 
unidad que no es tradicional dentro del sistema penitenciario —una nueva unidad- nos lleva a recordar 
aquella vieja prioridad pendiente. No tengo dudas, señores Legisladores, de que, tal como se está 
pensando -y como señalaba el señor Senador Penadés- la construcción de ese establecimiento en el 
lugar que se está manejando no sería lo más adecuado para contemplar todas estas situaciones que 
estamos analizando. Eso parece claro. Por esta razón decía que el hecho de plantearse como una 
prioridad un centro para estos reclusos no tiene que llevarnos a pensar que deben convivir 
próximamente. 


Una vez más creo que debemos dejar en manos de la Dirección Nacional de Cárceles y del 
Poder Ejecutivo la definición de este tema. No obstante, es bueno insistir desde este ámbito. 


Quedan otros temas por abordar, pero desde ya adelanto que voy a tratar de ser lo más 
breve posible. 


El 26 de setiembre fuimos informados de un incidente que se produjo en el sector E del penal 
de Libertad. Como los señores Legisladores recordarán, este sector es uno de los dos sectores de 
seguridad ubicados en el acceso. Hay un portón, luego estos dos sectores y después se llega a los 
otros cuatro sectores del penal. Concretamente allí se han generado situaciones como la que tuvo 
lugar la pasada Noche Buena, cuando fue muerto y descuartizado un recluso. A su vez, en el mes de 
febrero se produjo la mayor parte de los disparos, período en el que, a mi juicio, se estaba haciendo un 
uso abusivo de las armas dentro del recinto carcelario. 


Ahora ocurrió un hecho que quiero informar a la Comisión y, sobre todo, cuál ha sido su 
resultado. El recluso Cono Caetano Golfarini, procesado el 18 de octubre de 2002 por el Juzgado 
Letrado de Florida, fue herido con un perdigón. A consecuencia de esa herida perdió uno de sus ojos y, 
de acuerdo con la información médica que poseemos, existe alrededor de un 30% de probabilidades 
de que quede ciego. Jurídicamente, hasta ahora, lo que tenemos configurado son lesiones graves, tal 


como lo establece el artículo 317 numeral 2 del Código Penal. En otras palabras, hay un debilitamiento 
de uno de los sentidos, que se podrá transformar eventualmente en lesión gravísima si perdiera la 
vista. 


¿Cuáles fueron las circunstancias de este hecho? Como siempre ocurre en estos casos, hay 
dos versiones antagónicas. La Policía informa en vía administrativa brindando un relato de los sucesos 
y los reclusos dan una versión completamente distinta. Pero más allá de la colisión de versiones, hay 
un resultado que es objetivo y me preocupa. 


Se dice que siendo las 18 horas y 50 minutos llegan a la celda 111 del sector E cuatro 
funcionarios. Hasta allí hay coincidencia entre la versión policial y la que dan los reclusos. Cuando 
hablo de reclusos me refiero a los tres que estaban en la celda y a otros que estaban en el sector. La 
versión policial sostiene que cuando se procedía a sacar de la celda para llevar al médico al recluso 
Cono Caetano Golfarini, es decir, al herido, sus compañeros de celda, Morales Cáceres y Silvera 
Durán agreden a los policías. De acuerdo con la versión policial, Morales Cáceres aplica un golpe de 
puño en la cara al Agente de Primera, Mohamed Silva, y les arrojan a los funcionarios policiales un 
termo con agua caliente. Al mismo tiempo Silvera Durán, uno de los reclusos alojados en la celda, 
esgrime un corte de fabricación carcelaria. Es en esas circunstancias, según la información policial, 
que el Agente de Segunda, Jimmy Álvarez, efectuó dos disparos con una escopeta calibre 12, con 
municiones de goma. De acuerdo con la declaración administrativa, el funcionario realiza los disparos 
en un momento en que pierde referencia de la ubicación de los reclusos. Podemos decir que esta 
pérdida momentánea de la referencia es lo que determina que la lesión al recluso haya sido provocada 
en el rostro. 


Por su parte, los internos alojados en la celda 111 dan una versión completamente distinta. 
Dicen que siendo la hora señalada, Morales Cáceres se encontraba peinándose luego de haberse 
bañado y se disponían a tomar mate, como lo hacen en horas de la tarde. En ese momento llegan 
cuatro funcionarios, quienes abren la puerta y le dicen a Cono Caetano que salga. De las distintas 
declaraciones que tomamos de los reclusos no quedó clara cuál fue la razón que motivó el disparo. Es 
en esas circunstancias que se efectúan los disparos, resulta herido en el ojo Cono Caetano y en el 
pecho y en las piernas los otros dos internos. Este aspecto fue corroborado efectivamente por los 
distintos certificados médicos. Los reclusos dicen que se protegieron como pudieron, que les 
recriminaban a los funcionarios que estaban actuando en forma absolutamente desproporcionada; uno 
de ellos le preguntaba qué había pasado, si se había vuelto loco. En fin, esta es parte de la declaración 
que efectúan. 


Luego de este incidente Cono Caetano fue llevado, en primera instancia, a la Sala del 
Hospital Saint Bois —estuve en contacto con el Director de dicho Hospital esa noche- siendo derivado 
luego a la Emergencia del Hospital de Clínicas, porque allí es donde funciona el servicio médico de 
Oftalmología de Urgencia, y los otros dos reclusos quedaron depositados en lo que se llama La Reja. 
La Reja es el sector delantero de estos dos sectores de seguridad; es un lugar al aire libre, porque hay 
una reja y un espacio de unos metros cuadrados. Quedaron depositados allí entre el 16 y el 21 de 
octubre. Nosotros recibimos algunos llamados de estos internos pidiendo que intercediéramos para 
que se les diera otro alojamiento, porque no podían estar en La Reja. Tampoco querían volver al sector 
E, es decir, dentro del módulo, ante lo que hicimos una recomendación verbal a la Dirección Nacional 
de Cárceles y, de inmediato, el mismo viernes en horas de la tarde y en momentos en que nos 
encontrábamos en el Penal de Libertad con asesores, trasladaron al COMCAR a los dos internos, a 
los dos testigos, digamos, los otros dos ocupantes de la celda, además de Cono Caetano. 


Sobre estos hechos ya ha tomado intervención el Juzgado Letrado de 1ra. Instancia de San 
José y está en curso una investigación administrativa. Luego de haber leído los antecedentes 
administrativos, puedo decir que me parece que determinadas declaraciones se asemejan mucho a 
una confesión de culpa grave o dolo eventual, por lo que me da la impresión de que no sólo puede 
haber medidas en el plano administrativo, sino probablemente también en el judicial, aunque habrá que 
ver qué sucede. 


Por otro lado, hay una situación recientemente ocurrida que refiere al interno Pablo Lucero 
Viera Galván, quien el día 7 de octubre... 


SEÑOR PENADÉS.- Quisiera saber por qué motivo estaba procesado el recluso herido que perdió la 
vista. 


SEÑOR GARCÉ.- Cono Caetano fue procesado el día 18 de octubre de 2002 por el Juzgado Letrado 
de Florida, junto con una chica alojada actualmente en Florida, hija de un comisario. Ambos fueron 
procesados por un delito de homicidio, más precisamente un filicidio que en su momento conmovió a la 
opinión pública. A raíz de este incidente tuvimos conocimiento de que en distintas oportunidades Cono 
Caetano se ha sentido amenazado por la Policía. 


El 27 de agosto de 2003 se produjo un intento de fuga de la Cárcel de Florida y uno de los 
participantes fue justamente Cono Caetano, lo que determinó que inmediatamente fuera trasladado al 
Penal de Libertad, ingresando en el sector C, que se denomina sector de seguridad. 


En cuanto a esto último quiero hacer una aclaración puesto que hay dos conceptos de 
seguridad. Por un lado, están los reclusos que piden permanecer en un área de seguridad y que 
terminan en el numeroso sector C del Penal de Libertad. En general, se trata de reclusos que tienen 
conflictos con otros presos y por ello piden una cierta protección. Por otro hay dos sectores, el E y el F, 
en los que la seguridad tiene un concepto distinto porque no solamente se alojan internos que 
necesitan ser protegidos respecto a otros reclusos sino también aquellos que piden tener más 
seguridad en relación a los propios funcionarios policiales. Es por eso que allí es donde están alojados 
algunos de los entonces denunciantes de irregularidades. 


Como dijimos, Cono Caetano ingresó en el sector C y estuvo un tiempo allí hasta que, por 
razones que no detalló, se involucró en incidentes con otros internos, por lo que él mismo pidió ser 
transferido al sector E y estar aislado del resto. Esa es la razón por la que se encontraba en dicho 
sector. 


Otro caso al que voy a hacer referencia es el de Pablo Lucero Viera Galván, un recluso de la 
cárcel de La Tablada que registró un intento de fuga el pasado 7 de octubre. El resultado de ese intento 
de fuga fue la fractura de su brazo derecho y lesiones en el rostro y buena parte del cuerpo, tal como lo 
constataron los médicos. Nuevamente, las versiones difieren y los antecedentes administrativos dicen 
que el recluso estaba armado con un cuchillo, que fue descubierto en una cloaca donde se ocultaba 
antes de su eventual fuga, que cuando fue descubierto intentó agredir a un agente con un cuchillo y 
que luego opuso resistencia en el momento de ser reducido. Además, se dice que se habría 
desacatado y que habría insultado y amenazado a los funcionarios policiales. Mientras tanto, el recluso 
expresa que había pedido para hacer una llamada telefónica a su hija que estaba internada en el 
Hospital Pereira Rossell y que esa llamada le fue negada, lo que le produjo un desequilibrio emocional. 
Luego reiteró su petición. pero nuevamente le fue negada. También dijo que en ese mismo momento 
se estaba festejando el cumpleaños de uno de los policías y que algunos de ellos estaban 
alcoholizados. A su vez, declara que en el momento en que es descubierto no opuso resistencia pero 
que fue golpeado en todo el cuerpo y que en esas circunstancias un oficial —que identifica con el 
apellido Pérez- le habría saltado sobre el brazo derecho, lo que le produjo la quebradura. 


En cuanto a las explicaciones dadas por los antecedentes administrativos sobre por qué 
Viera Galván estaba golpeado en el rostro, en la cabeza y demás partes del cuerpo, la versión policial 
sostiene que el recluso golpeó su cabeza contra las paredes y la escalera y que la fractura se habría 
producido cuando él mismo golpeó a propósito el brazo derecho contra la reja. Aclaro que estas dos 
versiones me dejan dudas, de acuerdo al viejo principio de la valoración de la prueba. Las 
declaraciones son medios de prueba y, de acuerdo al principio de la sana crítica, la explicación sobre 
los golpes en la cabeza no justifica adecuadamente las lesiones visibles en los ojos ni tampoco la 
fractura. Obviamente no soy médico forense pero esto es una cuestión de sentido común. En este 
tema está interviniendo el Juzgado Penal de 15* Turno, donde el recluso Viera Galván ya ha sido visto 
por médicos forenses, por lo que esperamos que sin perjuicio de las resultancias administrativas haya 
novedades a nivel judicial. 


Otro caso concreto que quiero mencionar es el siguiente. La semana pasada, más 
precisamente el día 18 a la hora 13 y 40 minutos, se tuvo conocimiento de que en el pabellón 2 de la 


Cárcel Departamental de Rivera había un recluso ahorcado en el baño. Este es el pabellón central y 
tiene una población carcelaria muy numerosa. 


El edificio de la cárcel de Rivera fue construido en la década del veinte y realmente presenta 
uno de los mayores índices de hacinamiento. Los datos que poseemos indican que la población total 
de reclusos en ese departamento, al día de ayer, era de 261 internos. La cárcel tiene una capacidad 
estimada por la Jefatura de 80 reclusos pero en este momento está ocupada por 175 presos mientras 
que más de 100 están ubicados en distintas Seccionales. Como los señores Senadores podrán 
observar, esta es una situación de desborde que pudimos constatar cuando visitamos la Seccional 1? y 
vimos cómo hubo que acondicionar de apuro un lugar de reclusión. Lo mismo ocurre en la chacra - 
donde en principio se iba a alojar a 15 ó 20 reclusos y ahora son cerca de 30- y en casi todas las 
Seccionales del Departamento. Esto quiere decir que la población carcelaria del departamento es muy 
elevada. 


Respecto a las circunstancias en que fue encontrado este recluso en el baño, la información 
administrativa que disponemos establece —en este caso, no hemos obtenido una versión alternativa a 
ésta- que el recluso concurrió al baño y como demoraba los otros compañeros de sector se empezaron 
a preocupar y comenzaron a golpear la puerta en forma insistente. Como no recibieron respuesta, los 
reclusos tiraron la puerta abajo y encontraron al interno Sergio Fabián Cuña Borba —soltero, de 33 años 
de edad, imputado de un delito de rapiña, un delito de amenazas y dos delitos de hurto en reiteración 
real- colgado y sin signos de vida. Quiero reiterar un detalle: que de acuerdo al relato los reclusos 
tuvieron que tirar la puerta abajo. 


En este caso, estamos haciendo el seguimiento del tema. En principio, habíamos dispuesto la 
presencia en el Departamento, pero en la medida en que no ha surgido hasta ahora ninguna versión 
alternativa quizás no sea necesaria la presencia a los efectos de indagar. Ya conocemos la situación en 
la cárcel de Rivera y la última vez que estuvimos allí nos fuimos bastante preocupados porque, reitero, 
es una de las cárceles del interior que registra mayores niveles de hacinamiento. 


SEÑORA PAYSSÉ.- En el caso de ese departamento hubo ingresos masivos. 


SEÑOR GARCÉ.- Exactamente- Además, hay un número constante de procesamientos. Todo ello ha 
determinado que esta cifra sea la máxima histórica en ese departamento. Cabe recordar que los 
ingresos masivos ocurrieron en los años anteriores y, recientemente, en dos oportunidades y por 
temas distintos. A raíz de ello, primero se acondicionó un sector, arriba, al costado del pabellón 
femenino y en otra oportunidad se arregló la Seccional 1?. 


Por otra parte, en el programa televisivo “Código País” emitido la semana pasada por Canal 
12 un recluso alojado en la cárcel de Canelones, Hugo Franzini, realizó manifestaciones respecto de 
otro interno, Washington De María, alojado en el Penal de Libertad. El programa dio una versión de 
por qué uno había hablado y otro no lo había hecho. A raíz de eso, hicimos las averiguaciones del 
caso —me consta que el señor Presidente también ha trabajado en el tema porque hemos conversado 
al respecto- y tomamos conocimiento de la existencia de la Orden de Servicio 26/06, de 13 de 
setiembre —que dejo a disposición de la Secretaría- por la que se reglamentan las condiciones para 
que los reclusos puedan realizar manifestaciones de carácter público. Tal como se ha realizado en 
otros países, se deja a la autoridad carcelaria la apreciación de la conveniencia respecto de la 
posibilidad de hacer o no manifestaciones por parte de un interno. 


Me llamó la atención la versión que brindaba el programa periodístico de por qué el recluso 
De María no había podido hacer las manifestaciones. Averiguamos más sobre el fondo del tema en el 
Ministerio del Interior y nos consta que la explicación de dicha Cartera es algo distinta a la expresada 
por el periodista. 


A este respecto quisiera hacer dos precisiones. En primer lugar, la legitimidad de la Orden de 
Servicio es total; en todos lados existen disposiciones reglamentarias que establecen en qué 
condiciones pueden hablar los reclusos y en cuáles no pueden hacerlo. El texto es inobjetable desde el 
punto de vista de la legalidad. También es inobjetable que en determinado momento, en aplicación de 
esa disposición, a un recluso se le prohíba hacer manifestaciones. La duda es si efectivamente se le 


prohibió hablar o si no se dio cumplimiento al procedimiento en la debida forma como para que se 
autorizara. Aún estamos aguardando la respuesta, pero no sé si el hecho de que uno hablara y el otro 
fue consecuencia de una dificultad de coordinación porque se encuentran en establecimientos 
distintos. 


Quiero señalar que, siendo incuestionables las razones de seguridad por las cuales algunos 
reclusos no pueden hablar, si uno refiere públicamente a otro, sería bueno que los dos hablen o que no 
lo haga ninguno de los dos por una elemental aplicación del principio de igualdad. Me consta que la 
intención de las autoridades es no vulnerar ese principio y soy consciente de que, cuando un recluso 
está en un centro penitenciario y el otro en uno diferente, y uno depende de la Dirección Nacional de 
Cárceles y el otro no, a veces es difícil establecer las coordinaciones, pero es necesario hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera agregar algo a este respecto. Personalmente, tuve una inquietud 
similar y al día siguiente de emitido el programa me comuniqué directamente con el señor Ministro del 
Interior para hablar sobre este tema y plantearle la preocupación de que la versión que tenía era que la 
entrevista con el preso De María no se había realizado por haber sido denegada por las autoridades. 
Esa era la orden que se había dado al Director Nacional de Cárceles. Planteé al Ministro la misma 
conclusión a la que llegó el Comisionado Parlamentario y prometió tomar cartas en el asunto 
inmediatamente, evaluando la posibilidad de que el otro recluso pueda manifestarse. 


De todas maneras, tengo dudas de que realmente el otro preso quiera hablar. Este es un 
elemento que quiero agregar. No estoy afirmando que dicho recluso se niegue a hacerlo, sino que las 
circunstancias que rodean esta cuestión hacen que el propio preso pueda no querer hacer 
declaraciones. 


SEÑOR PENADÉS.- Si el preso quiere hacer declaraciones o no, es otro tema. 


SÑEOR PRESIDENTE.- Exactamente, señor Senador. Agrego este elemento y quiero señalar que la 
conclusión a la que llegó el Comisionado Parlamentario es correcta. De alguna manera, pude confirmar 
que efectivamente no se había autorizado la entrevista al preso De María en el marco de una circular 
aparentemente por razones de seguridad. Hice llegar mi preocupación en el mismo sentido que 
manifiesta el Comisionado Parlamentario al señor Ministro del Interior y, reitero, prometió tomar cartas 
en el asunto. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quisiera plantear una pregunta sobre las últimas manifestaciones del señor 
Presidente de la Comisión. ¿La Orden de Servicio N* 26/06 de 13 de setiembre que reglamenta las 
manifestaciones de carácter público establece discrecionalidad de las autoridades en cuanto a la 
concesión de un permiso para las manifestaciones públicas? 


SEÑOR GARCÉ.- Efectivamente, señora Legisladora. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Entonces, estaríamos dentro de una lógica en la cual la autoridad se reserva el 
derecho de autorizar o no las manifestaciones públicas y no estaría instalado aquí el problema de que 
hubo una mala interpretación de la reglamentación, sino que, haciendo uso de ella, a un recluso se lo 
autorizó y al otro no. Esto se puede hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que es exactamente así desde el punto de vista formal, pero no es 
el único punto de vista desde el que puede analizarse esto. En casos como éste, hay que saber quién 
ejerció el derecho de negar el permiso y la razón por la cual se actuó de esa manera, sin perjuicio de 
que está ajustado al Reglamento. 


SEÑOR GARCÉ.- Me parece importante insistir en que, en lo personal, todavía no tengo claro si a ese 
recluso eso le fue negado por razones de seguridad o si no se cumplió en la debida forma el 
procedimiento para que se autorizara y, por tanto, ni siquiera recayó una decisión negativa. Sin 
embargo, como el resultado es que uno habla y el otro no, mirando hacia adelante advertimos la 
necesidad de que no haya una disparidad de criterios. 


Respecto al interno Hugo Franzini, me parece importante narrar las condiciones en las que 
en este momento se encuentra recluido. Está procesado a disposición del Juzgado Letrado de Pando 
por complicidad en el delito de homicidio ocurrido en Soca a comienzos de año. Durante un tiempo 
estuvo alojado en Cárcel Central y posteriormente, por razones de seguridad —que comparto- pasó a la 
Cárcel Departamental de Canelones, en donde autoridades nos han dicho insistentemente que no 
tienen un lugar adecuado para darle protección. El resultado es que el recluso Franzini se encuentra en 
un calabozo de no más de tres metros de largo por uno y medio de ancho. En esos términos mis 
asesores han hecho un informe del que se desprende que ese calabozo está ocupado en su mayoría 
por un colchón ubicado en el suelo y que no posee luz natural ni artificial ni tampoco tiene acceso al 
agua. Es un ámbito cerrado con pésima o nula ventilación y con una puerta de metal que tiene solo una 
mirilla que permanece cerrada todo el día y es abierta solamente a solicitud del interno cuando 
necesita ir al baño, ya que tampoco dispone de gabinete higiénico, por lo que las condiciones de 
higiene también se están deteriorando. La solicitud para ir al baño debe hacerla permanentemente y en 
cada caso; si hay personal que esté cerca y lo escucha accede al pedido y si no es así se demora en 
acudir a su llamado. 


Las medidas de seguridad para el recluso Franzini son incuestionables. Hago hincapié en 
esto porque estamos ejemplificando sobre la necesidad de dar adecuada cabida a aquellos que en el 
pasado han hecho algún tipo de denuncia y hoy se sienten amenazados e invocan o demuestran la 
realidad de esas amenazas por parte de policías o de otros internos. 


SEÑOR PENADÉS.- ¿Qué ha denunciado este recluso? 


SEÑOR GARCÉ.- En este caso se trata de un conflicto con otros reclusos y esto tiene que ver con la 
causa por homicidio en donde resultó muerta una mujer en la ciudad de Soca a comienzos de año. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se acusa al recluso De María de la responsabilidad intelectual de ese 
homicidio. 


SEÑOR PENADÉS.- Fue un asesinato por encargo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Le faltaba poco para recuperar la libertad. 
SEÑOR PENADÉS.- ¿Eso ha sido denunciado? 


SEÑOR GARCÉ.- Evidentemente, hay una fuerte contradicción entre las versiones de uno y otro. Por 
eso hablamos genéricamente de irregularidades, de que pueden ser otros reclusos o de conflictos que 
pueden tener que ver con la sustancia de la causa. Pueden ser coencausados que están sosteniendo 
versiones antagónicas y se responsabilizan entre sí. 


SEÑOR PENADÉS.- ¿Se ha puesto en conocimiento de las autoridades la situación que está 
padeciendo este interno? ¿Qué medidas se han tomado? 


SEÑOR GARCÉS.- Debemos decir que hemos sido atendidos muy diligentemente. El señor Jefe de 
Policía de Canelones ha manifestado a asesores de la Oficina que esta situación realmente 
representanta un problema para él, que no tiene donde alojarlo en la Cárcel Departamental de 
Canelones y que si el recluso fuera trasladado a otro establecimiento penitenciario él no tendría 
ninguna dificultad y lo vería con buenos ojos. Sin embargo, mientras no se disponga una reasignación 
de este recluso, ese establecimiento no tiene otro lugar para ofrecerle. Esto es lo que, de alguna 
manera, nos refuerza en esta dificultad real que existe: el conflicto entre la seguridad y las condiciones 
mínimas y dignas para la reclusión. Es insostenible una reclusión en estas condiciones. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Cuántos reclusos tiene la Cárcel Departamental de Canelones? 


SEÑOR GARCÉ.- Es la segunda del país; si bien no tengo los datos actualizados, creo recordar que 
tiene unos 700 u 800 reclusos. 


SEÑORA PAYSSÉ.- ¿Cuál es su capacidad? 


SEÑOR GARCÉ.- Es una de las cárceles en donde no se registra un índice de hacinamiento en 
términos totales. Durante el año pasado se registró una situación de hacinamiento porque se estaba 
refaccionando el sector más antiguo que no se corresponde con los módulos que fueron inaugurados 
recientemente. En ese momento, como se estaba haciendo una obra con 200 plazas, 200 reclusos 
fueron trasladados a los otros módulos. Esta situación de hacinamiento que se generó duró el tiempo 
que insumió la obra. 


SEÑOR MOREIRA.- Con respecto a las declaraciones públicas de los reclusos, quiero decir que 
coincido con lo manifestado por el Comisionado Parlamentario en el sentido de que muchas veces los 
Directores de los establecimientos carcelarios consideran que eso puede ser perturbador de la propia 
paz. Por ejemplo, el señor Washington De María, ex oficial de Policía procesado ya por dos o tres 
homicidios, es un hombre muy locuaz, que ha hecho declaraciones públicas sobre todas las causas 
que tiene y siempre autodeclarándose inocente. En función de esto, me parece bien que se pongan 
límites en este aspecto porque de lo contrario terminaremos con un verdadero debate entre los 
reclusos y los medios de comunicación, porque los programas televisivos están muy predispuestos a 
aprovechar el sensacionalismo de declaraciones que muchas veces son rotundamente falsas porque 
cada cual declara para sí. Reitero que me parece que esta es una medida muy apropiada, a efectos de 
no democratizar tanto en torno a estos hechos. 


Recuerdo que en mis viejas épocas en las que me desempeñé como Defensor de Oficio la 
carga que teníamos era la censura, porque para poder sacar una carta de la Cárcel debía ser leída 
previamente por los carceleros. Esto fue algo que existió en el Uruguay hace aproximadamente treinta 
años. Por lo tanto, me parece que democratizar tanto puede ir en contra del equilibrio y la calma que 
deben existir. 


SEÑOR GARCÉ.- Por eso decíamos al comienzo de la consideración de este tema que la legitimidad 
de esa Orden de Servicio es incuestionable. 


A continuación voy a abordar un tema que nos va a plantear más o menos la misma dificultad 
que narráramos respecto al recluso Franzini y que constituye otra situación sobre la que 
permanentemente estamos recibiendo llamados y comunicaciones. 


Durante el pasado mes de junio fue procesado el Sargento Primero Néstor Jorge Fernández 
Silva, funcionario de La Tablada, que fue denunciado por un grupo de reclusos. A partir de su 
procesamiento, los reclusos Alejandro Daniel Lorenzo de la Fuente, José Enrique González Silveiro, 
Hugo Esteban Toledo Martínez, Heraldo Fabián Álvarez Almada, Ricardo Oscar Concha y Juan Carlos 
Pereyra Casas -además de otro denunciante que no está aquí, y que es el recluso Piedrahita- 
insistentemente denunciaron situaciones de amenazas en las que sus vidas estarían corriendo peligro 
si permanecían en el mismo establecimiento donde prestan funciones los compañeros del denunciado. 
Es decir que volvemos a una situación similar a la del recluso Diego Santana Pelayo sobre el que algo 
vamos a decir en cuanto al avance de la investigación. 


Estos reclusos han sido trasladados, primero, a alguna cárcel del interior y, luego, a Cárcel 
Central, como situaciones provisorias. En algún momento hicimos una expresa recomendación en el 
sentido de darles un lugar de alojamiento dentro de algún establecimiento de la Dirección Nacional, 
por razones de seguridad. Cuando hablo de seguridad me refiero a que los reclusos se encuentren en 
un establecimiento de seguridad por lo menos media y con características similares a la reclusión que 
tenían antes de efectuar la denuncia porque, de lo contrario, estamos reforzando el mensaje de “es 
mejor no hablar, es mejor no denunciar”. A efectos de neutralizar este mensaje que en los hechos 
ocurre y que queremos contribuir a revertir recomendamos que fueran trasladados al módulo VI del 
COMCAR, por lo menos, transitoriamente. Eso fue lo que ocurrió y fueron alojados allí. 


El tema es que durante varias semanas estos reclusos estuvieron alojados en unos 
calabozos que fueron previstos como lugar de tránsito y no de reclusión, en una situación similar a la 
que se encuentra el recluso Hugo Franzini en la Cárcel de Canelones. Tras las denuncias respecto de 
las condiciones de higiene de esos calabozos, nosotros realizamos una inspección sin previo aviso, 


donde constatamos que las condiciones al momento de la visita eran totalmente deplorables. Sin 
embargo, bastó la visita para que la situación se revirtiera. Es decir que ahora han pasado a tener 
mejores condiciones, pero en este momento se están reasignando a otros módulos. Entre ayer y hoy 
hemos recibido comunicaciones de algunos de estos reclusos y de otros —entre los que se incluyen 
testigos del caso de Diego Santana Pelayo- que están siendo trasladados a los módulos | y || del 
COMCAR, es decir, a los módulos de seguridad. 


Muy brevemente voy a hacer referencia a otras situaciones antes de volver sobre el tema de 
Diego Santana Pelayo. Hace unos días ocurrió un incidente en el Penal de Libertad -hemos trabajado 
en el tema en forma coordinada con el señor Presidente- a partir del que resultó herido el recluso José 
Luis Quintero Trucido, quien fue intervenido quirúrgicamente y hoy no tiene riesgo de vida. A raíz de 
esa agresión, hicimos una recomendación de carácter verbal de no retornar al recluso al Penal de 
Libertad una vez que sea dado de alta, sino de transferirlo a otro establecimiento; no decimos cuál 
pues esa es una potestad de la autoridad penitenciaria. Así como en otros casos simplemente hemos 
señalado la necesidad de extremar las medidas de precaución para preservar la vida y la integridad de 
los reclusos, lo mismo hemos hecho en el caso de Quintero Trucido. 


La recomendación dada al señor Director Nacional de Cárceles —a la que ha respondido en 
forma favorable- reitero, es que Quintero Trucido no retorne al Penal de Libertad, en función de que fue 
agredido por otros internos en circunstancias en que estaba haciendo la fajina, es decir, repartiendo la 
comida por lo que se denomina el “sapo” o el pasaplatos; en ese momento le tiraron un puntazo que le 
provocó un corte en la pierna. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permiten, quisiera decir que este preso había anunciado que estaba 
amenazado de muerte por otros reclusos. Además, sus familiares señalaron que en algunas ocasiones 
no podía dormir y tenía que quedarse parado dentro de la celda, porque por el propio “sapo” le 
introducían palos con un “corte” en la punta que ensartaban en el lugar donde él tendría que estar 
acostado. En el momento en que lo hirieron estaba desempeñando tareas como fajinero, repartiendo 
la comida, y desde adentro de una celda, por el “sapo”, alguien saca un corte y lo hiere en la zona de la 
ingle; si no me equivoco y si la información que en su momento recibí fue confirmada, el corte fue en la 
femoral. Por ello, esta persona estuvo a un paso de morir. 


Por todo esto, creo que la gestión que ha hecho el Comisionado Parlamentario es más que 
correcta. Se trata de un preso que estaba amenazado por otro, aunque no sé cuáles eran las 
circunstancias; además, se llevó a la práctica el intento de matarlo. En este momento —si la información 
que poseo no está equivocada- va a ser llevado al COMCAR y la madre —como cualquier otra en su 
lugar- realmente desesperada, denuncia que allí también tiene enemigos que lo amenazan de muerte. 


SEÑOR GARCÉ.- Entre los meses de marzo y abril se dio un incidente entre este recluso y el 
hermano de uno de los considerados líderes del Penal de Libertad. La verdad es que nosotros 
recibimos las denuncias cruzadas. Por un lado, Quintero Trucido nos decía que lo iban a matar y, por 
otro, el primer agredido por él también señalaba lo mismo. Se nos hace muy difícil mediar en ese tipo 
de situaciones, porque a veces no sabemos a quién creerle y hasta qué punto. Además, aun 
creyéndole a los dos, se trata de conflictos entre reclusos. 


A su vez, el compañero de celda de Quintero Trucido, Gustavo Muniz, a quien defendí en 
oportunidad del motín del Penal de Libertad en marzo de 2002 —por lo que lo conozco hace bastante 
tiempo- ha llamado permanentemente por teléfono y ha narrado la existencia de posibles amenazas en 
todo momento. Hasta ahora, la única prueba objetiva que tenemos en el sentido de que su vida puede 
correr riesgos es que su compañero, Quintero Trucido, ha sido herido. A partir de ese dato, la 
recomendación verbal al señor Director consiste en que dé las directivas para que, en el lugar de 
alojamiento que estime conveniente la Dirección Nacional de Cárceles, se le brinden a Gustavo Muniz 
las condiciones de seguridad a fin de que su vida e integridad física no corran peligro. 


En otro orden, debo decir que recibimos un planteo del señor Legislador Bernini, atinente a la 
situación de salud del recluso Carlos Sclavi Marzi, que se encuadra dentro de las previsiones del 
Decreto reglamentario al que hacíamos referencia. Se trata de un paciente con un cáncer avanzado 
que requiere tratamiento frecuente en Montevideo. En este momento él se encuentra en el COMCAR y, 


compartiendo el criterio del señor Legislador, entendimos que debía pasar a Cárcel Central. Hicimos el 
oficio correspondiente y las gestiones ante la Jefatura de Policía de Montevideo, pero el tema aún está 
pendiente de resolución. 


En el mismo sentido, y volviendo momentáneamente a la situación de Cono Caetano, 
decíamos que está atravesando un período crítico; se trata del recluso que ha perdido un ojo y, como 
decía, está pasando por un período crítico que requiere el seguimiento permanente del Servicio de 
Oftalmología. Él había pedido para ser transferido a la Cárcel de Durazno por razones de cercanía 
familiar; en algún momento había pedido ser trasladado a Florida, pero después entendió que eso no 
era conveniente porque allí se encuentran los compañeros de su ex suegro, que es policía, etcétera. 


El tema es que en este período crítico, donde se está jugando la posibilidad de su ceguera, 
es conveniente, a mi juicio, que él pase a Cárcel Central por las mismas razones médicas que en el 
caso del recluso Sclavi Marci. Es decir que mientras se completa este período de observación y de 
tratamiento y a los efectos de evitar que pierda su ojo sano, sería conveniente que él pudiera pasar a 
Cárcel Central de Jefatura. Si lamentablemente quedara ciego, lo ideal sería que permaneciera en 
Montevideo, porque es aquí donde puede tener el acceso a todo el procedimiento de rehabilitación y de 
reeducación. Ojalá que eso no suceda, pero si en definitiva ocurriera, debería permanecer aquí; de lo 
contrario, por razones de acercamiento familiar, habría que contemplar su proximidad con la madre, y 
en estos términos hemos hecho la recomendación de carácter verbal. 


Por otro lado, el señor Presidente hacía mención a dos asuntos entrados: el caso del recluso 
Ruben Soca Rodríguez y el del recluso Trinca. Ya en la mañana de hoy hemos conversado con el 
señor Presidente al respecto. En el caso del recluso Soca Rodríguez estamos investigando la denuncia 
que él plantea. Se encuentra en el módulo V y aduce ser objeto de amenazas por parte de otros 
internos. Refiere también a una supuesta promesa de traslado por parte de las autoridades a cambio 
de colaboración. 


En el caso de Trinca puedo decir que en este momento y a esta hora está siendo entrevistado 
por asesores de la Oficina, quienes fueron a verlo el viernes, pero no les fue posible hablar con él. 
Quiero aclarar que debimos interrumpir la visita porque en el mismo momento se producía un episodio 
que requería la presencia de los tres asesores en el Penal de Libertad; entonces ellos, que estaban en 
el COMCAR, se dirigieron hacia allí. 


En torno a esta situación que se planteó en el Penal de Libertad, puedo decir que fue entre 
dos grupos de reclusos rivales que se negaban a volver al pabellón. Recibimos un mensaje de parte 
del Director Nacional pidiendo la presencia de alguien de la Oficina para verificar el procedimiento de 
negociación. Los reclusos se encontraban en rebeldía y se les había dado un ultimátum: hasta las once 
de la mañana podían permanecer en el patio, pero a partir de ese momento se iba a usar la fuerza. 

No fue necesario disparar ni siquiera un solo tiro; creo que la negociación fue muy bien 
encaminada y el resultado fue que los reclusos ingresaron y no se tuvo que lamentar ningún tipo de 
situación desgraciada. Así como en algunos casos decimos que algo no se hizo conforme a Derecho o 
que nos merece dudas, esto realmente tiene que ser destacado: fue un buen manejo, mediante 
negociación, que evitó males mayores. 


Este sería, señor Presidente -y sin perjuicio de todas las consultas que deseen hacer las 
señoras y señores Legisladores- el informe que quería presentar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Siento la obligación de informar a los señores miembros de la Comisión sobre 
un caso del que participamos junto a algunos asesores del Comisionado Parlamentario. 


Se trata de un hecho ocurrido hace un par de semanas —no recuerdo exactamente la fecha- 
concretamente una denuncia recibida en mi despacho por parte de un preso que anunciaba tener en su 
poder un arma, con el cargador completo, que le había sido entregada para ejecutar el homicidio de 
otro recluso que, casualmente, es el mismo al que estábamos haciendo referencia, es decir, De María. 
El preso se comunicó diciendo que tenía el arma para entregar y quería que inmediatamente después 
de entregada lo sacaran del lugar porque o utilizaba el arma que —según su información- le habían 
“plantado” en su celda para matar a De María, o, de lo contrario, lo mataban a él. Este preso estaba 


pidiendo que contra la entrega del arma lo sacaran del penal. Naturalmente, a cualquiera le puede 
caber la duda de si haber “plantado” el arma no sería una estrategia para lograr que lo sacaran de allí, 
y me consta que esa duda la tuvieron hasta último momento las propias autoridades carcelarias. En lo 
que nos es personal, más allá de tener o no la duda, nos pareció que era una irresponsabilidad de 
nuestra parte, como Legisladores, recibir una denuncia de que dentro de una celda hay una persona 
con un arma y dejar que la entregue a la semana siguiente. Por lo tanto, en ese momento insistimos 
ante el señor Director Nacional de Cárceles para actuar lo más rápido posible; por su parte, el 
Comisionado Parlamentario envió una persona inmediatamente y yo le pedí a mi secretario -que es mi 
hermano- que también concurriera. Ya en el lugar, se suscitó una gestión por parte del Comisionado 
Parlamentario, a través de su representante, que terminó, por suerte, con la entrega del arma. El 
recluso, llamado Richard Auza, entregó el arma con el cargador correspondiente y, en base a lo 
acordado previamente con el representante del Comisionado Parlamentario, fue trasladado al 
COMCAR. El tema quedó resuelto y supongo que a partir de ahora continuará la investigación, pero 
me importaba que los señores Senadores tuvieran conocimiento del hecho. 


SEÑOR GARCÉ.- Con referencia a la investigación del caso Santana Pelayo, quiero decir que hemos 
podido acceder a algunas versiones brindadas por reclusos, testigos directos, que no eran amigos ni 
enemigos de Santana. En ese sentido, se ha producido un avance en la investigación, pero pediría —si 
los señores Senadores lo entienden oportuno- una prórroga del plazo para poder verter las 
conclusiones. Estamos solicitando un plazo adicional no excesivo —creo que una semana o quince días 
estaría bien- para tener más trabajado el tema y poder volcar las conclusiones, mientras avanza, 
además, la investigación judicial al respecto, que ya está bastante adelantada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si ningún otro señor Legislador desea formular más interrogantes, daríamos 
por terminada la reunión, agradeciendo la presencia del Comisionado Parlamentario. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 14 y 48 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


